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Causa nº55232
   “Sucesores de Pablo Santiago Blanco    

                    c/ Galgano Hugo y otros s/ Cumplimiento 

                    de Contrato - Cobro de Pesos - Daños y 

                    Perjuicios” 




    Juzgado Civ. y Com. n° 2 –Olavarría- 

                    Reg....80......Sent.Civil.

En la ciudad de Azul, a los  8
días del mes de       Septiembre del año Dos Mil Once, reunidos en Acuerdo Ordinario el Señor Juez de la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial Departamental, Sala II, Doctor Víctor Mario Peralta Reyes y los Sres. Jueces de la Sala I, del mismo Tribunal, Doctores Esteban Louge Emiliozzi y Lucrecia Inés Comparato, encontrándose excusado el Dr. Jorge Mario Galdós a fs.783,  para dictar sentencia en los autos caratulados: “Sucesores de Pablo Santiago Blanco c/ Galgano Hugo y otros s/ Cumplimiento de Contrato – Cobro de Pesos – Daños y Perjuicios” (n°55232), habiéndose procedido oportunamente a practicar la desinsaculación prescripta por los arts. 168 de la Constitución Provincial, 263 y 266 del C.P.C.C., resultando de ella que debían votar en el siguiente orden: Dres. Peralta Reyes, Louge Emiliozzi y Comparato. 

            Estudiados los autos, el Tribunal resolvió plantear y votar las siguientes:

                    -C U E S T I O N E S-

1ra. ¿Es justa la sentencia apelada de fs.730/738vta.?

     3ra.- ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

-V O T A C I O N-


A LA PRIMERA CUESTION, el Sr. Juez Dr. Peralta Reyes dijo:
          I. Pablo Alberto Blanco, Liliana Esther Blanco, por derecho propio y como integrantes de la Sociedad de Hecho Sucesores de Pablo Santiago Blanco, promovieron demanda por cumplimiento de contrato, cobro de pesos y/o daños y perjuicios contra Hugo Néstor Galgano y/o Galgano S.A., y contra María Laura Lucas y Juan Alberto Lucas (titulares de Escribanía Lucas), por la cantidad de $ 164.049,34, o lo que en más o en menos resultare de la prueba de autos, con más intereses y costas.



La demanda de autos se basó en el contrato de compraventa de fondo de comercio agregado a fs.6/7, el que fue celebrado con fecha 6 de julio de 2005, entre los actores y el demandado Hugo Néstor Galgano (quien actuó en nombre de Galgano S.A., en formación). Por dicho contrato los actores le vendieron al demandado Hugo Néstor Galgano, quien compró para Galgano S.A. (en formación), "la totalidad de los derechos que tienen sobre una estación de servicio de despacho de combustible y productos afines, sita en Almirante Brown y Coronel Suárez de esta ciudad de Olavarría, compuesto del fondo de comercio, derechos sobre los tanques y surtidores, éstos propiedad de Shell C.A.P.S.A., y los equipos e instalaciones que resultan del inventario que se confecciona por separado y que hace parte de la presente" (fs.6, cláusula primera del contrato). La venta se realizó por un precio total de $ 80.000, habiendo entregado el comprador en ese acto y a cuenta de precio la suma de $ 15.000, y comprometiéndose a abonar el saldo de $ 65.000 una vez habilitada la nueva estación de servicio por la Secretaría de Energía y la Municipalidad de Olavarría (fs.6, cláusula segunda).



En su pieza de demanda los actores le atribuyeron a los demandados diversos incumplimientos contractuales, si bien debe aclararse, desde ya, que Hugo Néstor Galgano revistió la calidad de comprador en el contrato objeto de autos, mientras que los Escribanos María Laura Lucas y Juan Alberto Lucas fueron quienes redactaron el instrumento donde se plasmó la convención (así se desprende de las manifestaciones volcadas por los actores a fs.130vta., 131, 132, 132vta., 133, 133, 134 y 134vta.). Para decirlo en pocas palabras, los actores le adjudicaron un proceder equivocado a los demandados, por haber exigido formalidades o condicionamientos no previstos en el contrato para la concreción de la operación y pago del saldo de precio. Dijeron que los envíos postales remitidos por los demandados fueron improcedentes y no atinentes al caso, advirtiendo que las "oposiciones" que invocaron para "trabar" la operación, no provenían de acreedores con créditos exigibles ni susceptibles de entorpecer el contrato (fs.133, segundo párrafo). En esa misma línea argumental cuestionaron la carta enviada por Galgano, quien rescindió la operación por causas ajenas al mismo, así como la carta de la Escribana María L.Lucas diciendo que no podía efectuarse la operación por ser de imposible cumplimiento (fs.133vta., primer párrafo). Sostuvieron que no se previó en ninguna parte del contrato el cumplimiento de la ley 11.867, y adujeron que la escribanía que redactó el convenio no advirtió ni condicionó nada respecto a la oponibilidad a terceros del contrato celebrado (fs.134, puntos 5° y 6°). Señalaron los actores, en suma, que no se transfirió a Galgano el fondo de comercio de su empresa ni la razón social, puesto que siguieron operando con las otras dos estaciones de servicio que poseían en la ciudad de Olavarría (fs.130 y 134vta.).



II. Cuando contestaron la demanda los codemandados Juan Alberto Lucas y María Laura Lucas, opusieron excepción de falta de legitimación pasiva y otras defensas de fondo (fs.186). La excepción estuvo basada en que el contrato de autos versa sobre una transferencia de fondo de comercio, con dos partes con obligaciones recíprocas contrapuestas: la parte vendedora, Sres. Blanco, obligados a la entrega y transferencia del fondo de comercio; y, por la otra, la parte compradora, Sr. Galgano, obligado al pago del precio. Extrajeron de ello, que de las cláusulas del contrato no surge obligación alguna a su cargo, sino que sólo fueron designados como profesionales para dirigir la transferencia y sujetarla a la ley, pero sin dejar de revestir, en ningún momento, el carácter de terceros en la relación sustancial (fs.194). Dijeron haber ejercido su función con arreglo a las normas aplicables, negando tener la responsabilidad solidaria que les endilgan los actores (fs.194/194vta.). Insistieron en la aplicación al caso de la ley 11.867, sobre transferencia de fondos de comercio, y puntualizaron que en su actuación como profesionales debían atenerse a la misma, cumplimentando los recaudos exigidos en esa normativa (fs.190/191, fs.195vta./200). En cuanto a las oposiciones que recibieron de acreedores, antes y después de la publicación de los edictos de ley, brindaron un detallado relato de las mismas (fs.190vta./193vta., fs.200/202). Dijeron que en el caso se dieron las condiciones para que operara la resolución contractual, puesto que las oposiciones superaban el monto del saldo de precio, habiéndose dado el supuesto previsto en el art.8 de la ley 11.867 (fs.202/203). Finalmente, se opusieron a los conceptos y daños reclamados por los actores (fs.204/207vta.).



En oportunidad de comparecer a los autos Hugo Néstor Galgano y Galgano S.A. (en formación), además de solicitar el rechazo de la demanda, dedujeron reconvención por resolución contractual contra los actores. En este sentido, solicitaron se declare resuelto el negocio jurídico y requirieron la restitución del monto percibido al tiempo de suscribirse el contrato, así como el pago de daños e intereses derivados de la frustración contractual (fs.216vta.). Esgrimieron como fundamento de su postura que, como surge de la letra y del espíritu de la operación comercial realizada, entre  las partes se instrumentó la transferencia de un fondo de comercio en el marco de la ley 11.867; y las tramitaciones de índole legal tendientes a perfeccionar la transferencia se adjudicaron a la Escribanía Lucas de la ciudad de Olavarría (fs.219vta.). Dijeron que los vendedores no cumplieron con la entrega del listado de acreedores del fondo de comercio (art.3 de la ley 11.867), y que ellos recibieron una comunicación de un acreedor donde se instaba a efectuar una retención de los fondos que debían abonarse como saldo de precio. Fue así que se procedió a la publicación de edictos y las oposiciones de los acreedores fueron múltiples (fs.220/220vta.). Puntualizaron que debieron apelar a la resolución contractual ante la insuperable situación generada con las oposiciones y la actitud pasiva de los vendedores, los cuales se negaron a reintegrar las sumas abonadas conforme reza el contrato de compraventa (fs.221vta.). Destacaron como la oposición más importante a la proveniente de Shell Capsa, que por su entidad económica y causa de generación -venta de insumos y mercaderías inherentes al giro del fondo de comercio- obstaban al perfeccionamiento de la operación (fs.225vta.).



III. Habiéndose transitado la etapa probatoria se arribó al dictado de la sentencia de primera instancia, la que ha llegado apelada a esta alzada. En la misma se hizo lugar a la excepción de falta de legitimación pasiva para actuar opuesta por los codemandados Juan Alberto y María Laura Lucas, rechazándose la demanda instaurada a su respecto, con costas a la actora vencida. Asimismo, se rechazó la demanda promovida por Pablo Alberto y Liliana Esther Blanco contra Galgano S.A. (en formación) y Hugo Néstor Galgano, por cumplimiento contractual, cobro de pesos y daños y perjuicios, con costas a la actora vencida. Finalmente, se hizo lugar a la reconvención deducida por Hugo Néstor Galgano contra Pablo Alberto y Liliana Esther Blanco, por rescisión contractual, debiendo éstos últimos restituir la suma de $ 15.000 oportunamente dada en pago, con más intereses desde la fecha de la mora (14-1-06) y hasta el momento del efectivo pago, a la tasa activa del Banco de la Provincia de Buenos Aires, con costas a los actores reconvenidos vencidos (fs.738vta.). 



Luego de reseñar las posturas de los litigantes, señaló la juzgadora que el objeto del presente litigio se circunscribe primeramente a determinar si pese a que no se consignara expresamente en el contrato, resultaba de aplicación el trámite dispuesto por la ley 11.867, y luego, si así lo fuera, analizar si resultó legítimo el proceder de Galgano al decidir la ruptura del acuerdo (fs.734). Se adentró, posteriormente, en el análisis de la excepción de falta de legitimación pasiva opuesta por los codemandados Juan Alberto y María L.Lucas; y dijo que le asiste razón a los excepcionantes, en cuanto a que al no ser ellos parte integrante del contrato, ni haber asumido obligaciones en el negocio bilateral, no pueden válidamente ser demandados por el cumplimiento del contrato de transferencia de fondo de comercio. Agregó que su actuación podría ser pasible de demanda por mala praxis en que pudieran incurrir por las tareas delegadas, pero en ningún caso por el incumplimiento que se le atribuye a Galgano (fs.734/734vta.). Valoró también, a los fines de sustentar su decisorio, la pericia notarial practicada en el proceso por la Escribana María Cecilia Fioroni (fs.735/735vta.).



Incursionando en la cuestión de fondo planteada en autos, aseveró la a quo que "pese a que no se consignara expresamente en su texto, resultaba claramente de aplicación al contrato celebrado entre las partes, el trámite dispuesto por la ley 11.867 de transferencia de fondos de comercio", tras lo cual examinó la pericia notarial presentada por la Escribana María Cecilia Fioroni (fs.735vta./736). Admitió la juzgadora que los actores no le vendieron al demandado la empresa "Sucesores de Pablo Santiago Blanco S.H.", que se hallaba en pleno funcionamiento, ni trataron de transmitirle al adquirente sus deudas personales o societarias, no siendo ello motivo de controversia en autos. Y seguidamente aclaró que lo alegado y probado por el codemandado Galgano, así como lo que surge del dictamen de la perito notarial, es que los derechos sobre la estación de servicio, sobre los tanques y surtidores, implicaron de modo claro y contundente la transmisión de una de las bocas de expendio de combustible, con su consecuente giro comercial y la clientela de la sucursal; y que, por ende, resultó ser un negocio que la ley 11.867 trata de publicitar a efectos de resguardar a los acreedores (fs.736vta.). Seguidamente citó el art.8 de la ley 11.867, en el sentido de que no podrá efectuarse ninguna enajenación de un establecimiento comercial o industrial, por un precio inferior al de los créditos constitutivos del pasivo confesado por el vendedor, más el importe de los créditos no confesados por el mismo, pero cuyos titulares hubieran hecho la oposición autorizada por el art.4, salvo el caso de conformidad de la totalidad de los acreedores; aclarando que estos créditos deben proceder de mercaderías u otros efectos (fs.736vta.). Dijo que poco importa que las partes hubiesen decidido, aún voluntariamente, no someter el contrato a tal disposición legal, por cuanto el objeto del contrato conlleva la aplicación de la norma y no la voluntad de los contratantes (fs.737). Y continuó expresando que era lógico que el adquirente exigiera cerciorarse acerca de las deudas reales del establecimiento, para no asumir un pasivo no contemplado (fs.737).



Se abocó después la magistrada al examen de uno de los argumentos puntuales de los actores, que versa sobre el desconocimiento e improcedencia de las deudas que les notificara la escribanía interviniente. Y con mención del deber contractual de buena fe sostuvo que, frente al lógico temor del adquirente de tener que hacerse cargo eventualmente de alguna deuda, el vendedor debió realizar las gestiones necesarias para brindarle seguridad y tranquilidad, así como darle transparencia a sus acreedores en cuanto a que con la continuación de la explotación de las restantes bocas de expendio, saldaría la deuda reclamada (fs.737vta., primer párrafo). En la parte final del pronunciamiento mencionó la a quo algunas de las pruebas aportadas al proceso, afirmando que las conclusiones adelantadas no resultan desvirtuadas por esos elementos probatorios (fs.737vta./738).



IV. La mencionada sentencia fue apelada por la parte actora (fs.739), quien ya en esta instancia expresó sus agravios por conducto del escrito obrante a fs.751/752.



En su extensa pieza recursiva, que iré examinando en el decurso del presente voto, la parte actora considera injusto el pronunciamiento recaído en la anterior instancia y postula su revocación. En lo esencial, estima que la sentencia priorizó los aspectos formales y se desentendió de lo pactado por los contratantes; que el contrato celebrado es válido entre las partes y que el razonamiento de la a quo está basado en normativa inaplicable y no citada en la convención. Dijo que los escribanos actuaron en connivencia con el adquirente para frustrar la operación, y que la resolución contractual no estuvo ajustada a derecho. Se extendió en diversas consideraciones sobre la cuestión de autos, las que se analizarán infra, y a través de las mismas procura sustentar la procedencia de la demanda incoada.



La expresión de agravios fue contestada por la parte contraria (fs.776/780vta.), tras lo cual se llamaron autos para sentencia (fs.783). Practicado el sorteo de rigor, se encuentran estos actuados en condiciones de ser examinados a los fines del dictado de la presente sentencia.



V. Adelanto mi opinión en el sentido de que habré de propiciar la confirmación de la sentencia apelada, en función de las consideraciones que seguidamente paso a detallar.



1. Conforme surge de la reseña efectuada supra, en la sentencia apelada se expuso una conclusión medular en orden a la solución del litigio. Así puntualizó la juzgadora que, pese a que no se consignara expresamente en su texto, resultaba claramente de aplicación al contrato celebrado entre las partes, el trámite dispuesto por la ley 11.867 de transferencia de fondos de comercio (fs.735vta.). Tal como se desprenderá de las motivaciones que expondré, esta aserción nuclear de la a quo se encuentra ajustada a derecho, y sobre la misma se asienta la decisión adoptada en la sentencia apelada. En efecto, los actores afirmaron, desde el inicio, que en ninguna parte del contrato se previó el cumplimiento de la ley 11.867, y que los demandados exigieron formalidades o condicionamientos no previstos en el contrato para la concreción de la operación y pago del saldo de precio (ver tercer párrafo del apartado I).  



En ese orden de ideas no puede acogerse el agravio vertido por el apelante, cuando afirma que en el fallo se ha priorizado el formalismo extremo, dejando de lado lo realmente pactado entre las partes, con intervención de la Escribanía Lucas (fs.751). Y aquí debo destacar como carente de toda relevancia, que en el contrato celebrado entre las partes se haya omitido la referencia expresa a la ley 11.867, pues la aplicabilidad de esta normativa se desprende, sin hesitaciones, del objeto mismo de la convención. En este sentido, no puede perderse de vista el nomen iuris que los contratantes le dieron al acuerdo de voluntades, al haber precisado en el encabezamiento del instrumento que "convienen el siguiente contrato de compraventa de fondo de comercio" (fs.6). Por lo demás, los actores le vendieron al demandado la totalidad de los derechos sobre la estación de servicio de despacho de combustible y productos afines, sita en Alte. Brown y Cnel. Suárez de Olavarría, compuesta del fondo de comercio, derechos sobre los tanques y surtidores (éstos de propiedad de Shell CAPSA), y los equipos e instalaciones que resultan del inventario confeccionado por separado (ver fs.6, cláusula primera del contrato). O sea que, en la cláusula donde se delimitó el objeto contractual, se hizo expresa referencia a la transmisión del fondo de comercio, no quedando dudas en el sentido de que en el caso resultan de aplicación las disposiciones de la ley 11.867. El acuerdo de voluntades celebrado entre los aquí litigantes, del que da cuenta el instrumento de fs.6/7, importó sin duda alguna la venta de un fondo de comercio, entendiendo por tal al conjunto de fuerzas productivas, derechos y cosas, que tanto interior como exteriormente se presenta como un organismo, con perfecta unidad, por los fines a que tiende, que no son otros que la obtención de beneficios en el orden comercial (conf. Fernández-Gómez Leo, Tratado teórico práctico de derecho comercial, tomo I, pág.394).



2. No puede entenderse de otro modo al contrato formalizado entre las partes, sin que tampoco tenga relevancia que los actores se hayan quedado con la razón social y otras dos estaciones de servicio, conforme lo expusieron en su escrito de demanda (fs.130 y 134). En efecto, los actores adujeron -en forma equívoca- que no se transfirió a Galgano el fondo de comercio de su empresa ni la razón social, puesto que siguieron operando con las otras dos estaciones de servicio que poseían en la ciudad de Olavarría (ver tercer párrafo del apartado I y las manifestaciones vertidas a fs.762vta. y fs.767vta.).



Intentando minimizar la operatoria de autos, los vendedores aducen que no desapareció la empresa, sólo que se le vendieron a Galgano derechos sobre la "boca" o estación de calle Cnel. Suárez, nada más (fs.762vta. y fs.767vta.). Incurren, de esta manera, en una confusión entre acepciones que necesariamente deben ser claramente diferenciadas: empresa y fondo de comercio. Resultan ilustrativos en esta materia los desarrollos de Gelis, quien afirma que la empresa es siempre comprensiva del fondo de comercio, por cuanto no se puede concebir un fondo de comercio independiente de la empresa. Y aclara este autor su concepción, puntualizando que el fondo de comercio es una parte de la empresa, ya que necesariamente no incluye el elemento fundamental de la empresa que es el empresario, y puede no comprender el total del patrimonio de la organización. Es decir, un fondo de comercio integra siempre el patrimonio de una empresa, pero ésta puede ser titular de varios fondos o casas de comercio (conf. Gelis, en Etcheverry, Derecho Comercial y Económico, Contratos, Parte especial, tomo 1, pág.101, con cita de Le Pera, Cuestiones de derecho comercial moderno, pág.71). 



Esto es, precisamente, lo que aconteció en el supuesto de autos, puesto que la empresa de los actores contaba con tres fondos o casas de comercio, como ellos mismos lo indicaron en su demanda (fs.130). Producida la venta del fondo de comercio correspondiente a la estación de servicio de calles Almirante Brown y Coronel Suárez, la empresa de los actores siguió funcionando en las restantes dos estaciones de servicio, siendo evidente que no desapareció, tal como ellos lo manifiestan a fs.762vta. Pero esta situación no implica, claro está, que la operación de autos no haya constituido la venta de un fondo de comercio, siendo en este punto donde se presenta el error conceptual de los apelantes. El negocio jurídico formalizado en el instrumento de fs.6/7, consistió en la venta de uno de los fondos de comercio que poseía la empresa comercial de los Sucesores de Pablo Santiago Blanco; y, en consecuencia, no pueden quedar dudas en el sentido de que resulta aplicable la normativa especial de la ley 11.867 (conf. Zunino, Fondo de Comercio, 2da. edición, pág.60). 



3. También sostuvo la parte actora apelante, en forma errónea, que el fallo apelado se apoyó en formalidades y exageró la aplicación de la ley 11.867, olvidando que entre Blanco y Galgano el contrato es válido y que la ley citada rige con relación a los terceros acreedores (fs.752). Habiendo agregado que el razonamiento del a quo se apoya, exclusivamente, en normativa ni siquiera citada en el contrato, violando principios elementales en materia contractual (arts.1197 y 1198 del Cód. Civil), amén de caer en abuso del derecho (art.1071 del mismo código). Adujo, en suma, que ha quedado en evidencia que los Escribanos Lucas actuaron en connivencia con Galgano para frustrar el pago del saldo de precio adeudado a la parte vendedora (fs.752). Dicho de otro modo, los actores le intentan restar legitimación al adquirente y a los escribanos intervinientes en orden a la adopción del procedimiento de la ley 11.867, puesto que, en su parecer, el mismo se hallaría reservado para los terceros acreedores, quienes serían los únicos interesados en la utilización de este mecanismo legal. Alegan, en suma, que el comprador tendría que haber pagado el saldo de precio de la operación de compraventa, desentendiéndose del trámite emergente de la citada normativa especial, pues no había ningún impedimento para que no se cumpliera lo pactado (véanse en este sentido, las consideraciones de fs.762).



Las afirmaciones del recurrente sintetizadas en el párrafo anterior, se hallan estructuradas en base a un razonamiento inadecuado, ya que a partir de un principio inequívoco que rige en la materia, se han extraído conclusiones erróneas. Así se pregunta Zunino si el procedimiento legal es optativo u obligatorio, respondiendo que la ley 11.867 no afecta la relación de partes; entre ellas el contrato concluye con el acuerdo de voluntades y se perfecciona con la entrega de la cosa (hasta aquí es exacto lo aseverado por la actora apelante). Pero precisa el autor citado, a continuación, que el régimen de la preceptiva especial se dirige a regular la transferencia respecto de los acreedores y terceros en general, además de los indudables beneficios que de él resultan para el adquirente al permitirle asumir la titularidad del establecimiento sin más pasivo que el que expresamente acepte. Y dejando en claro la importancia que el régimen tiene para el comprador, expresa Zunino que si se desconoce en forma total el trámite impuesto por la preceptiva especial, es decir que ni siquiera se publican los correspondientes avisos (art.2), por lo que tampoco se podrá inscribir el acto (art.7), la transferencia es inoponible a terceros y, entre ellos, a todo acreedor del vendedor, que podrá actuar sobre el fondo o sus elementos, aun en manos ya del adquirente, quien no podrá alegar en su favor las disposiciones del art.2412 del Cód. Civil (Fondo de Comercio, 2da. edición actualizada y ampliada, págs.48 y 49). Surge con meridiana claridad, en consecuencia, un extremo que el apelante ha ignorado en forma ostensible, esto es, el indudable interés que tiene el adquirente del fondo de comercio en respetar la normativa de la ley 11.867; puesto que, mediante su estricto cumplimiento, podrá estar a salvo de las reclamaciones de los acreedores, asumiendo la titularidad del fondo de comercio sin más pasivo que el que acepte como consecuencia del trámite legal en examen.



También es evidente la carga que pesaba sobre los Escribanos Juan Alberto Lucas y María Laura Lucas, en el ejercicio de su función profesional, de recurrir a la aplicación del procedimiento de la ley 11.867; debiendo recordarse que dichos profesionales fueron designados por las partes, en forma expresa, para el otorgamiento de la documentación correspondiente (fs.7, cláusula novena de la convención). En su escrito de responde insistieron los notarios en la aplicación al caso de dicha norma legal, que rige la transferencia de los fondos de comercio, habiendo puntualizado que en su actuación profesional debían atenerse a la misma, cumplimentando los recaudos exigidos en esa normativa (ver la reseña efectuada en el primer párrafo del apartado II de este voto). De la pericia notarial practicada en el proceso por la Escribana María Cecilia Fioroni se desprende que el proceder de los escribanos estuvo ajustado a derecho, habiéndose sostenido en la misma que "al tratarse de una transferencia parcial de fondo de comercio o de transferencia de una sucursal, es de aplicación la ley 11.867" (fs.466, punto 2). En la parte final de su dictamen afirma la experta: "Surge de las actuaciones que el obrar de los escribanos designados ha sido conforme a la ley. De no haber sido tomado este camino, el comprador hubiese pagado el precio pactado en el contrato, se hubiera cancelado la deuda reclamada por De Valle y el resto se le hubiese entregado a los señores Blanco. Igualmente, habiéndose apartado del camino legal correcto y específico, su obrar hubiera acarreado responsabilidad por mal asesoramiento y por perjuicio ocasionado a los terceros que plantearon oposición porque creyeron que el giro comercial que continuaba desarrollando la empresa en sus otras dos sucursales no le garantizaban el cobro de sus acreencias, evidentemente. De no ser así hubieran dado la conformidad para que la transferencia se realice. Los escribanos actuantes tuvieron que decidir el mejor camino también pensando en su responsabilidad y eligieron, a mi criterio, ajustarse al régimen legal específico" (fs.467/467vta., punto 6). Estas concretas y categóricas conclusiones de la perito, de las cuales no hay mérito para apartarse porque son congruentes con las demás constancias de la causa, resultan decisivas para sellar la suerte adversa de los argumentos traídos por la parte apelante (arts.384, 457, 473, 474 y ccs. del Código Procesal).



VI. Habiendo quedado sentado que en la especie se imponía la aplicación del procedimiento reglado por la ley 11.867, se hace menester analizar el resultado del trámite de oposición de los acreedores, a los fines de determinar si el cumplimiento del negocio se tornó realmente imposible, tal como lo han afirmado el adquirente y los escribanos intervinientes en la operatoria. 



1. Conforme lo mencioné precedentemente, los Escribanos Juan Alberto Lucas y María Laura Lucas brindaron un detallado relato de las oposiciones recibidas de los acreedores, antes y después de la publicación de los edictos. Por lo demás, los notarios dijeron que en el caso se dieron las condiciones para que operara la resolución contractual, puesto que las oposiciones superaban el monto del saldo de precio, habiéndose dado el supuesto previsto en el art.8 de la ley 11.867 (ver el primer párrafo del apartado II). Sabido es que la transferencia de un fondo de comercio comienza con la suscripción del boleto de compraventa, donde se determina el precio pactado por las partes. Pero ese acto luego tiene que pasar por las publicaciones y oposiciones establecidas en los arts.2 y 4 de la ley citada, y, como consecuencia de ello, pueden sobrevenir las retenciones previstas en los arts.4 y 5 de la misma ley; por lo que el boleto inicial es, en rigor, un contrato sujeto a condición. Cuando se ha culminado con el cálculo de los acreedores oponentes se llega a una cuenta que es simple, y si las pretensiones de los mismos superan al precio acordado en el boleto surgen diferentes opciones. Si no se llega a un acuerdo para elevar el precio a pagar o para que el vendedor coloque de su patrimonio la diferencia existente, el comprador puede optar por resolver el contrato y reclamar daños y perjuicios (conf. Rouillón director-Alonso coordinador, Código de Comercio comentado y anotado, tomo I, pág.943).



En definitiva, se impone efectuar un análisis de los acreedores oponentes, teniendo en cuenta que el saldo de precio que le restaba cancelar al adquirente se elevaba a la suma de $ 65.000, tal como emana de la cláusula segunda del boleto de compraventa (fs.6). La actora apelante se ha empeñado en descalificar a los acreedores que se presentaron en el decurso del trámite, habiendo señalado que ninguno de ellos es acreedor del establecimiento vendido, es decir, que su crédito no tiene su origen en prestaciones que hagan al predio de calle Cnel. Suárez (fs.762vta./763). Sostuvieron, asimismo, que los supuestos acreedores que se opusieron no contaron con sentencia firme o crédito reconocido por los vendedores, tras lo cual realizaron una extensa referencia sobre los créditos eventuales, litigiosos o cuestionados (fs.763vta./764). Luego de formular una breve alusión a los créditos de Biundo y Shell, adujeron que ninguno de los supuestos acreedores tenía viabilidad para truncar la operación entre las partes o para legitimar a Galgano para resolver el pacto, y a los Escribanos Lucas para frustrar los derechos de los actores (fs.766/766vta.). Más adelante, habían hecho referencia a dos juicios laborales de Torres y Bevacqua, en los cuales se llegó a arreglos homologados, y al juicio de Biundo donde la demanda fue rechazada (fs.754).



2. En mi opinión, la cuestión queda definitivamente zanjada con el simple análisis de la deuda informada por Shell Compañía Argentina de Petróleo S.A., correspondiente a la estación de servicio objeto del contrato de autos, ubicada en calles Cnel. Suárez y Alte. Brown de Olavarría (fs.509/548). La deuda informada por la compañía petrolera es por demás abultada, superando con creces el monto del saldo de precio que le restaba abonar al comprador. Asimismo, dicha deuda resulta coincidente en lo sustancial con la mencionada por los escribanos intervinientes  (fs.191vta., in fine), y se encuentra directamente relacionada con la actividad del establecimiento comercial, no habiendo sido cuestionada en modo alguno por la parte actora (art.8 de la ley 11.867), quien en su expresión de agravios se limitó a decir, en forma inconducente, que debe cotejarse lo informado por el Estudio Lanceta (ver manifestación de fs.766 e informe de fs.647/648, del cual nada resulta). En su escrito recursivo señala la actora que los demandados no ofrecieron prueba sobre tal supuesto crédito de la petrolera, más, sin embargo, el mismo se acreditó -en forma concluyente- con el informe glosado a fs.509/548, el cual, reitero, no fue pasible de impugnación alguna por parte de los apelantes (arts.375, 384, 394, 401 y ccs. del Cód. Procesal). Y aquí debo insistir en el abultado importe del crédito en análisis, para poner de resalto que el mismo no podía ser afrontado, en modo alguno, con el exiguo monto que restaba del saldo de precio de la compraventa celebrada entre las partes. Así se tiene que la cuenta  n° 13072355 tiene un importe pendiente de $ 487.357,60 (fs.526); que la cuenta n° 13099866 se eleva a u$s 168.983,91 (fs.544); que la cuenta n° 13081418 asciende a u$s 138.217 (fs.545); y que la cuenta n° 13072353 presenta un importe adeudado de u$s 262.213,37 (fs.547). 



A lo expuesto debe añadirse otro argumento medular que trae la a quo en el pronunciamiento apelado, cuando dijo, con mención del deber contractual de buena fe, que frente al lógico temor del adquirente de tener que hacerse cargo eventualmente de alguna deuda, el vendedor debió realizar las gestiones necesarias para brindarle seguridad y tranquilidad, así como darle transparencia a sus acreedores en cuanto a que con la continuación de la explotación de las restantes bocas de expendio, saldaría la deuda reclamada (fs.737vta., primer párrafo). Esta aserción de la magistrada que no mereció críticas en la expresión de agravios (art.260 del Cód. Proc.), sumada a lo que emana de las constancias de la causa, permite la conformación de un andamiaje suficiente para rechazar la postura asumida por los actores, quienes no evidenciaron una conducta acorde a lo que imponían las circunstancias, no habiendo procurado solucionar una problemática a ellos imputable que arrojaba serias incógnitas. En ese marco, devino justificada la resolución contractual operada por el adquirente (arts..1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 11, 12 y ccs. de la ley 11.867; art.216 del Cód. de Comercio; arts.512, 1071, 1198 primer párrafo, 1204 y ccs. del Cód. Civil).   



3. Y si bien con lo antedicho ha quedado definida la cuestión litigiosa, no puede dejar de mencionarse que también existen otras deudas de los vendedores que tampoco se hallan controvertidas, y que se adicionan al mencionado crédito de Shell CAPSA, en orden a la conformación de un pasivo claramente superior al precio de venta del contrato, lo que conduce -sin hesitaciones- a la solución que estoy propiciando. En efecto, a tal fin debe computarse el crédito reclamado por Héctor De Vega por la suma de $ 37.932, que si bien obedeció a alquileres de otra estación de servicio, fue incorporado en un convenio para ser pagado con el producido de la compraventa de autos (ver constancias de fs.302/303, 314 y 315). También se agregan los créditos laborales surgidos de los acuerdos celebrados por los actores, que constan en el expediente n° 19.585 ("Torres"), por un monto de $ 10.000, y en el expediente n° 20.226 ("Bevacqua"), por un monto de $ 44.000 (ver constancias de fs.714/717 y expedientes agregados por cuerda).



En definitiva, la compraventa de autos fue correctamente canalizada por el procedimiento especial de la ley 11.867. Y como consecuencia del trámite impuesto por esta norma, mediante la intervención de los notarios designados por los contratantes, se arribó a la conclusión de que el pasivo del fondo de comercio superó holgadamente el precio de la operatoria, dándose el supuesto contemplado en el art.8 de la ley citada. En virtud de esta problemática planteada en el desarrollo de la operatoria negocial, y no habiendo dado los vendedores ninguna solución a la misma, resultó justificada la resolución contractual dispuesta por Galgano (ver carta documento de fs.27 y manifestación de la parte actora de fs.133vta., primer párrafo; conf. Rouillón-Alonso, ob. cit. pág.943).



VII. Con los desarrollos precedentes han quedado respondidos los agravios medulares de los apelantes, no siendo menester abundar acerca de las demás consideraciones vertidas en el extenso escrito de expresión de agravios. Sabido es que los jueces no están obligados a tratar todos y cada uno de los argumentos de las partes, sino sólo aquellos que estimen pertinentes para la solución del caso (C.S.J.N., Fallos 294:466, 265:301; esta sala, causa n° 48.257, sentencia del 6-10-05, entre muchas otras).



Sólo queda por realizar algunas reflexiones acerca de argumentos traídos por la parte recurrente, que no pueden conmover -en modo alguno- las conclusiones expuestas. En este sentido, no tiene importancia que en el contrato se haya establecido para el pago del saldo de precio la habilitación de la nueva estación de servicio, ni que Galgano pueda haber tomado posesión del predio o explotado en algún momento el negocio (fs.751vta., fs.753), pues lo cierto y concluyente es que dicho saldo resultó insuficiente para atender el cuantioso pasivo existente. Asimismo, como ya se precisó, el adquirente estaba facultado a resolver el contrato ante las circunstancias que se presentaron en autos, no siendo exacto que tal prerrogativa hubiera estado reservada para el único supuesto en que no se obtuviera la habilitación (fs.753). Además, el escrito donde se planteó la reconvención contiene los recaudos de ley (fs.216/229; art.355 del Cód. Proc.), no siendo admisible la crítica efectuada sobre este aspecto de la litis (fs.752vta.). También carece de relevancia que el adquirente no haya depositado el saldo de precio a las resultas de la culminación de la operatoria, cuando surge indudable que el negocio resultó inviable como consecuencia del abultado pasivo del fondo de comercio (fs.754). Es improcedente sostener que en el contrato se había prohibido el arrepentimiento (fs.754vta./755), siendo que en el caso se operó la resolución contractual por causas atribuibles a la parte vendedora. Por lo demás, los actos enumerados en el contrato no podían ser taxativos (fs.755vta./766), ya que no es posible soslayar los imperativos que trae la ley 11.867.



Finalmente, no han sido materia de un agravio adecuado las parcelas de la sentencia donde se hizo lugar a la excepción de falta de legitimación pasiva opuesta por los notarios, y donde se remarcó que los mismos actuaron de acuerdo a la ley y a su obligación profesional. En este sentido, no alcanzan el nivel de una crítica concreta y razonada los desarrollos de la expresión de agravios donde se intenta atribuir responsabilidad a los profesionales intervinientes (art.260 del Cód. Proc.). Por lo demás, ha quedado en claro que los mismos han cumplido acabadamente con su función notarial, conforme lo expuse en los apartados precedentes; siendo inaudibles, en consecuencia, algunas apreciaciones traídas por los apelantes en su escrito recursivo (fs.758/760vta.).



En otro orden de cosas, carecen de andamiaje los agravios sobre el reintegro dinerario ordenado en la sentencia apelada (fs.771vta./772), pues ello es consecuencia de la resolución contractual operada (art.1052 del Cód. Civil). Por lo demás, no satisface los recaudos del art.260 del código ritual, la alusión del apelante donde se agravia del monto condenado y la tasa fijada (fs.772). También carece de sustento el agravio relativo a la imposición de costas, en atención a la calidad de vencidos que ostentan los actores reconvenidos; siendo evidente que no se dan los supuestos de excepción contemplados en el art.68 del Código Procesal, al no ser posible interpretar que los demandantes se creyeron con derecho a reclamar (fs.772).



En virtud de todo lo expuesto, propicio la confirmación de la sentencia apelada de fs.730/738vta.



Así lo voto.

         
A la misma cuestión, los Dres. Louge Emiliozzi y Comparato, por los mismos fundamentos adhieren al voto que antecede, votando en igual sentido. 



A LA SEGUNDA CUESTION, el Sr. Juez Dr. Peralta Reyes dijo:



 Atento a lo que resulta del tratamiento de la cuestión anterior, se confirma la sentencia apelada de fs.730/738vta., en todo lo que decide y ha sido materia de agravios, imponiéndose las costas de alzada a los actores apelantes que fueron vencidos en el trámite recursivo (art.68 del Cód. Proc.). Difiérese la regulación de honorarios para su oportunidad (arts.31 y 51 del dec.ley 8.904/77).


     Así lo voto.



A la misma cuestión, los Dres. Louge Emiliozzi y Comparato por los mismos fundamentos adhieren al voto que antecede, votando en igual sentido. 



Con lo que terminó el Acuerdo, dictándose la siguiente:

S  E  N  T  E  N  C  I  A

                        Azul,  

  Septiembre de 2011. -

    AUTOS Y VISTOS:
     CONSIDERANDO:                     
              


        Por todo lo expuesto, atento lo acordado al tratar las cuestiones anteriores, demás fundamentos del acuerdo, citas legales, doctrina y jurisprudencia referenciada, y lo dispuesto por los arts. 266 y 267 y concs. del C.P.C.C., se resuelve: confirmar la sentencia apelada de fs.730/738vta., en todo lo que decide y ha sido materia de agravios, imponiéndose las costas de alzada a los actores apelantes que fueron vencidos en el trámite recursivo (art.68 del Cód. Proc.). Difiérese la regulación de honorarios para su oportunidad (arts.31 y 51 del dec.ley 8.904/77). Regístrese. Notifíquese por Secretaría y devuélvase. Fdo.: -Dr. -Víctor Mario Peralta Reyes - Presidente – Cámara Civil y Comercial – Sala II -  Dr. Esteban Louge Emiliozzi -Juez – Cámara Civil y Comercial – Sala I – Dra. Lucrecia Inés Comparato - Juez – Cámara Civil y Comercial – Sala I – Ante mi: Dr. Claudio Marcelo Camino  – Secretario – Cámara Civil y Comercial – Sala II.--

